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LEY 1951 DE 2019
 

Diario Oficial 50846, Enero 24 de 2019
 
por la cual crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, se fortalece

el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación y se dictan otras
disposiciones.

 
El Congreso de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. El objeto de la presente ley, es crear el Ministerio de Ciencia,
Tecnología e Innovación de acuerdo a la Constitución y la ley, para contar con el
ente  rector  de  la  política  de  ciencia,  tecnología  e  innovación  que  genere
capacidades, promueva el conocimiento científico y tecnológico, contribuya al
desarrollo y crecimiento del país y se anticipe a los retos tecnológicos futuros,
siempre buscando el bienestar de los colombianos y consolidar una economía más
productiva y competitiva y una sociedad más equitativa.
 
Parágrafo 1°. En un plazo no mayor a un año a partir de la sanción de la presente
ley el Ministerio debe iniciar su funcionamiento y el Gobierno nacional debe
hacer los ajustes necesarios al respecto.
 
Parágrafo 2°. El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación para iniciar su
labor no debe generar gastos adicionales de personal ni generales a los que al
momento de su creación tenga presupuestado el Departamento Administrativo de
Ciencia, Tecnología e Innovación (Colciencias).
 
Artículo 2°. Objetivos generales y específicos. Por medio de la presente ley se
reconocen y actualizan los derechos de los ciudadanos y los deberes del Estado en
materia del desarrollo del conocimiento científico, tecnológico y de innovación,
que consolidan los avances hechos por la Ley 29 de 1990 y 1286 de 2009, mediante
los siguientes objetivos generales y específicos:
 

OBJETIVOS GENERALES
 
1. Dictar los lineamientos de la política pública de Ciencia, Tecnología e
Innovación.
 
2. Establecer estrategias de transferencia y apropiación Social de la Ciencia, la
Tecnología,  la  Innovación  y  el  Emprendimiento  para  la  consolidación  de  una
Sociedad basada en el Conocimiento.
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3. Impulsar el desarrollo científico, tecnológico y la innovación de la nación,
programados en la Constitución Nacional de 1991, el Plan Nacional de Desarrollo,
de acuerdo a las orientaciones trazadas por el Gobierno nacional y el Consejo
Asesor de Ciencia, Tecnología e Innovación.
 
4. Garantizar las condiciones necesarias para que los desarrollos científicos,
tecnológicos e innovadores, se relacionen con el sector productivo y favorezcan
la productividad, la competitividad y el emprendimiento.
 
5. Velar por la consolidación y fortalecimiento del Sistema Nacional de Ciencia,
Tecnología e Innovación.
 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS
 
1. Fortalecer una cultura basada en la generación, apropiación y divulgación del
conocimiento  y  la  investigación  científica,  el  desarrollo  tecnológico,  la
innovación  y  el  aprendizaje  permanente.
 
2.  Definir  las  bases  para  la  formulación  de  un  Plan  Nacional  de  Ciencia,
Tecnología e Innovación.
 
3. Incorporar la Ciencia, Tecnología e Innovación, como ejes transversales de la
política económica y social del país.
 
4. Fortalecer el Sistema Nacional de Ciencia Tecnología e Innovación (SNCTI) y el
de competitividad, otorgando al nuevo Ministerio el liderazgo que conlleve a la
óptima  articulación  de  las  organizaciones  públicas  y  privadas  regionales  e
internacionales que permitan el desarrollo de una sociedad del conocimiento.
 
5. Definir las instancias e instrumentos administrativos y financieros por medio
de los cuales se promueve la destinación de recursos públicos y privados al
fomento de la Ciencia, Tecnología e Innovación.
 
6. Articular y optimizar las instancias de liderazgo, coordinación y ejecución
del Gobierno y la participación de los diferentes actores de la política de
Ciencia, Tecnología e Innovación.
 
7.  Fortalecer  el  desarrollo  regional  a  través  de  políticas  integrales  de
descentralización  e  internacionalización  de  las  actividades  científicas,
tecnológicas  y  de  innovación,  de  acuerdo  con  las  dinámicas  internacionales.
 
8. Orientar el fomento de actividades científicas, tecnológicas y de innovación
hacia el mejoramiento de la competitividad en el marco del Sistema Nacional de
Competitividad.
 
9.  Establecer  disposiciones  generales  que  conlleven  al  fortalecimiento  del
conocimiento  científico  y  el  desarrollo  de  la  innovación  para  el  efectivo
cumplimiento de la presente ley.
 
Artículo 3°. Creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Créase
el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación de acuerdo a la Constitución y
la ley, como organismo para la gestión de la administración pública, rector del
sector y del Sistema Nacional Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTI), encargado



de formular, orientar, dirigir, coordinar, ejecutar, implementar y controlar la
política del Estado en esta materia, teniendo concordancia con los planes y
programas de desarrollo, de acuerdo a la presente ley.
 
Este Ministerio formulará e impulsará junto con la Presidencia de la República,
la participación de la comunidad científica y la política nacional de ciencia,
tecnología, innovación y competitividad, quienes implementando y creando nuevos
mecanismos que eleven el nivel de la investigación científica y social, el
desarrollo tecnológico de las Instituciones de Educación Superior (IES), los
institutos, centros de investigación, parques industriales y las empresas.
 
Artículo 4°. Al Ministerio de Ciencia y Tecnología corresponderá el presupuesto
ordenado en el artículo 361 de la CN relativo al fondo de ciencia, tecnología e
innovación, presupuesto estrictamente dirigido a investigación y competitividad
originados  en  los  programas  de  investigación  docentes  de  posgrado  de  las
universidades colombianas y el sistema de investigación acreditado.
 
Artículo 5°. Vigencia y derogatorias. Esta ley rige a partir de su sanción y
publicación en el Diario Oficial, modifica y adiciona el artículo 3°, 5° y 8° de
la Ley 1286 de 2009 y deroga las demás disposiciones que le sean contrarias.
 

El Presidente del Honorable Senado de la República,
 

Ernesto Macías Tovar.
 

El Secretario General del Honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,
 

Alejandro Carlos Chacón Camargo.
 

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
 

República de Colombia – Gobierno nacional
 

Publíquese y ejecútese.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 24 de enero de 2019.
 

La Ministra del Interior de la República de Colombia, delegataria de funciones
presidenciales mediante Decreto número 061 del 21 de enero de 2019.

 
Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda

 
La Ministro del Interior,

 
Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 



Alberto Carrasquilla Barrera.
 

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,
 

Fernando Antonio Grillo Rubiano.
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Diario Oficial 50830, Enero 8 de 2019
 

por la cual se adicionan y modifican algunos artículos de las leyes 1122 de
2007 y 1438 de 2011, y se dictan otras disposiciones.

 
El Congreso de la República de Colombia

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. Del objeto y alcance. La presente ley tiene por finalidad el
fortalecimiento de la capacidad institucional de la Superintendencia Nacional de
Salud en materia sancionatoria.
 
Adicionalmente se redefinen las competencias de la Superintendencia, en materia
de reintegro de recursos apropiados o reconocidos sin justa causa y en lo que
respecta a la función jurisdiccional y de conciliación, modificando también en
esta última, los términos procesales para decidir los asuntos de su conocimiento.
 
Finalmente, se adoptan medidas encaminadas a mitigar los efectos negativos de los
procesos de reorganización en el flujo de recursos y pago de acreencias de las
entidades que intervienen en estos, definiendo nuevas competencias en materia
contable.
 
Artículo 2°. Modifíquese el artículo 131 de la Ley 1438 de 2011, el cual quedará
así:
 
Artículo 131. Tipos de sanciones administrativas. En ejercicio de la función de
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control sancionatorio y en desarrollo del procedimiento que para el efecto se
haya previsto, la Superintendencia Nacional de Salud podrá imponer las siguientes
sanciones:
 
1. Amonestación escrita.
 
2. Multas entre doscientos (200) y hasta ocho mil (8.000) salarios mínimos
legales mensuales vigentes para personas jurídicas, y entre (50) y hasta (2.000)
salarios mínimos legales mensuales vigentes para las personas naturales.
 
3. Multas sucesivas, para las personas jurídicas de hasta tres mil (3.000)
salarios mínimos mensuales legales vigentes, y para el caso de las personas
naturales de hasta trescientos (300) salarios mínimos mensuales legales vigentes,
cuando en un acto administrativo de la Superintendencia Nacional de Salud se
imponga una obligación no dineraria y no se cumpla en el término concedido.
 
4. Revocatoria total o parcial de la autorización de funcionamiento, suspensión
del certificado de autorización y/o el cierre temporal o definitivo de uno o
varios servicios, en los eventos en que resulte procedente.
 
5. Remoción de representantes legales y/o revisores fiscales en los eventos en
que se compruebe que autorizó, ejecutó o toleró con dolo o culpa grave conductas
violatorias de las normas del Sistema de Seguridad Social en Salud.
 
Parágrafo 1°. El monto de las multas se liquidará teniendo en cuenta el valor del
salario  mínimo  legal  mensual  vigente  a  la  fecha  de  expedición  de  la
resolución sancionatoria, y el pago de aquellas que se impongan a título personal
debe hacerse con recursos diferentes a los de la entidad. En el caso de que las
sanciones  se  impongan  a  personas  jurídicas,  deberán  ser  asumidas  con  su
patrimonio y en ningún caso para su pago se podrá acudir a los recursos del
Sistema  General  de  Seguridad  Social  en  Salud.  Las  multas  se  aplicarán  sin
perjuicio de la facultad de revocatoria de la autorización de funcionamiento y la
remoción de los representantes legales y/o revisores fiscales cuando a ello
hubiere lugar.
 
Cuando  en  el  proceso  administrativo  sancionatorio  se  encuentren  posibles
infracciones relacionadas con el mal manejo de los recursos a cargo de personas
naturales que sean sujetos vigilados de la Superintendencia Nacional de Salud, se
iniciará proceso administrativo sancionatorio en su contra.
 
Parágrafo 2°. Los actos administrativos expedidos en el marco del procedimiento
administrativo sancionatorio de la Superintendencia Nacional de Salud podrán
contener  órdenes  o  instrucciones  dirigidas  al  propio  infractor  y/o  a  otros
sujetos  de  inspección,  vigilancia  y  control  que  tengan  relación  directa  o
indirecta con la garantía del servicio público esencial de salud en el caso, con
el propósito de superar la situación crítica o irregular de que dio lugar a la
investigación administrativa y evitar que la conducta sancionada se repita. El
incumplimiento de dichas órdenes o instrucciones dará lugar a la imposición de
las multas sucesivas a las que se refiere el artículo tercero numeral 3° de la
presente ley.
 
Parágrafo 3°. Quienes hayan sido sancionados administrativamente de conformidad
con lo dispuesto en el numeral 5° de este artículo, quedarán inhabilitados hasta
por un término de quince (15) años para el ejercicio de cargos que contemplen la



administración de los recursos públicos del Sistema General de Seguridad Social
en Salud. Esta inhabilidad se aplicará siempre de forma gradual y proporcional a
la gravedad de la conducta.
 
La Superintendencia Nacional de Salud adoptará los criterios técnicos y jurídicos
necesarios para la adecuada dosificación de la inhabilidad.
 
Parágrafo 4°. Cuando proceda la sanción determinada en el numeral 5 del presente
artículo, el reemplazo o designación del nuevo representante legal y/o revisor
fiscal removido, estará a cargo de la misma entidad a quien le competa realizar
el nombramiento, conforme a la normatividad que regule la materia.
 
Parágrafo  5°.  Las  sanciones  administrativas  impuestas  no  eximen  de  la
responsabilidad  civil,  fiscal,  penal  o  disciplinaria  a  que  haya  lugar.
 
Parágrafo 6°. Para efectos de la imposición de las sanciones acá previstas, la
S u p e r i n t e n d e n c i a  N a c i o n a l  d e  S a l u d  a p l i c a r á  e l  p r o c e s o
administrativo sancionatorio establecido en el artículo 128 de la Ley 1438 de
2011, a excepción de las sanciones derivadas de la conducta descrita en el
numeral 10 del artículo 3° de esta ley, la cual solo será excusada por evento de
fuerza mayor, que deberá ser acreditada por el infractor dentro de los 5 días
hábiles  siguientes  a  su  ocurrencia.  La  Superintendencia  Nacional  de  Salud
diseñará un procedimiento y una metodología sancionatoria para la imposición de
sanciones por el incumplimiento en el reporte de información.
 
Artículo 3°. Modifíquese el artículo 130 de la Ley 1438 de 2011, el cual quedará
así:
 
Artículo 130. Infracciones administrativas. La Superintendencia Nacional de Salud
impondrá sanciones de acuerdo con la conducta o infracción investigada, sin
perjuicio de lo dispuesto en otras disposiciones del Sistema General de Seguridad
Social en Salud, así:
 
1. Infringir la Ley 1098 de 2006 en lo relativo a la prestación de servicios de
salud.
 
2. No dar aplicación a los mandatos de la Ley 1751 de 2015, en lo correspondiente
a la prestación de los servicios de salud.
 
3. Aplicar preexistencias a los afiliados por parte de la Entidad Promotora de
Salud.
 
4. Impedir u obstaculizar la atención de urgencias.
 
5. Incumplir las normas de afiliación o dificultar dicho proceso.
 
6. Incumplir con los beneficios a los cuales tienen derecho todos los afiliados
al Sistema General de Seguridad Social en Salud en Colombia, en especial, con la
negociación de los medicamentos, procedimientos, tecnologías, terapias y otros
que se encuentran incluidos en el Plan Obligatorio de Salud.
 
7. Impedir o atentar contra la selección de organismos e instituciones del
Sistema de Seguridad Social Integral, por parte del empleador y, en general, por
cualquier persona natural o jurídica.



 
8. La violación de la normatividad vigente sobre la prestación del servicio
público de salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud.
 
9. Efectuar por un mismo servicio o prestación un doble cobro o pago al Sistema
General de Seguridad Social en Salud.
 
10. Efectuar cobros al Sistema General de Seguridad Social en Salud con datos
inexactos o suministrando información falsa.
 
11. No reportar información con calidad, cobertura, oportunidad, pertinencia,
fluidez  y  transparencia  para  el  ejercicio  de  las  funciones  de  inspección,
vigilancia y control de la Superintendencia Nacional de Salud y aquella que
solicite  el  Ministerio  de  Salud  y  Protección  Social  en  el  marco  de  sus
competencias.
 
12.  Obstruir  las  funciones  de  inspección,  vigilancia  y  control  de  la
Superintendencia Nacional de Salud por renuencia en el suministro de información,
impedir o no autorizar el acceso a sus archivos e instalaciones.
 
13. El no reconocimiento, el reconocimiento inoportuno, el pago inoportuno o el
no pago de las prestaciones económicas en el Sistema General de Seguridad Social
en Salud.
 
14. Incumplir los compromisos obligatorios de pago y/o depuración de cartera
producto de las mesas de saneamiento de cartera, acuerdos conciliatorios y/o
cualquier otro acuerdo suscrito entre las Instituciones Prestadoras de Servicios
de Salud y las Entidades Promotoras de Salud del Régimen Subsidiado y del
Contributivo o entre estas y cualquier otra entidad de los regímenes especiales o
de excepción.
 
15. No brindar un diagnóstico oportuno, entendido como el deber que tienen las
entidades responsables de prestar servicios de salud en aras de determinar el
estado de salud de sus usuarios, de manera que se impida o entorpezca el
tratamiento oportuno.
 
16. Aplicar descuentos directos, sobre los pagos a realizar a los prestadores de
servicios de salud sin previa conciliación con estos, en los eventos en que las
entidades  responsables  de  pago  efectúen  reintegros  de  recursos  a  la
Administradora de Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud
(ADRES). En todo caso, se respetarán los acuerdos de voluntades suscritos entre
las entidades, en relación con los pagos y sus descuentos.
 
17. Incumplir las instrucciones y órdenes impartidas por la Superintendencia
Nacional de Salud.
 
18. Incumplir los planes de mejoramiento suscritos en ejercicio de las funciones
de inspección y vigilancia de la Superintendencia Nacional de Salud.
 
19. Incumplir con las normas que regulan el flujo de recursos y el financiamiento
del Sistema General de Seguridad Social en Salud.
 
20. Incumplir los términos y condiciones del trámite de glosas a las facturas por
servicios de salud, impedir la radicación de las facturas e imponer causales de



glosas y devoluciones injustificadas o inexistentes.
 
21. Incurrir en las conductas establecidas en el artículo 133 de la Ley 1438 de
2011.
 
Parágrafo 1°. En los casos en los que, como resultado de las investigaciones
adelantadas por la Superintendencia Nacional de Salud, se compruebe que cualquier
sujeto vigilado ha cometido una o más infracciones previstas en el presente
artículo,  por  una  razón  atribuible  a  cualquier  otra  entidad  sujeta  a  la
vigilancia y control de la Superintendencia Nacional de Salud, este iniciará y/o
vinculará a dicho sujeto al proceso administrativo sancionatorio.
 
Parágrafo 2°. En el proceso sancionatorio de la Superintendencia Nacional de
Salud se atenderán los criterios eximentes de responsabilidad regulados por la
ley respecto de cada una de las conductas señaladas en el presente artículo
cuando haya lugar a ello.
 
Parágrafo  3°.  La  Superintendencia  Nacional  de  Salud  no  es  competente  para
adelantar investigaciones administrativas respecto de la praxis en los servicios
de salud.
 
Artículo  4°.  Adiciónese  al  Título  VII  de  la  Ley  1438  de  2011,  los
artículos 130A, 130B y 130C con sus respectivos parágrafos, los cuales quedarán
así:
 
Artículo  130A.  Sujetos  de  sanciones  administrativas.  Sin  perjuicio  de  lo
establecido en el artículo 121 de la Ley 1438 de 2011, serán sujetos de las
sanciones administrativas que imponga la Superintendencia Nacional de Salud entre
otros los siguientes: Las personas jurídicas sujetas a la inspección, vigilancia
y control de la Superintendencia Nacional de Salud.
 
Los representantes legales de las entidades públicas y privadas, directores o
secretarios  de  salud  o  quienes  hagan  sus  veces,  jefes  de  presupuesto,  los
revisores  fiscales,  tesoreros  y  demás  funcionarios  responsables  de  la
administración  y  manejo  de  los  recursos  del  sector  salud  en  las  entidades
territoriales, funcionarios y empleados del sector público y particulares que
cumplan funciones públicas de forma permanente o transitoria.
 
Artículo 130B. Caducidad de la facultad sancionatoria de la Superintendencia
Nacional de Salud. La facultad que tiene la Superintendencia Nacional de Salud
para imponer sanciones, caduca a los cinco (5) años de haber sucedido el hecho,
la conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, término dentro del cual el acto
administrativo sancionatorio debe haber sido expedido y notificado. Tratándose de
un  hecho  u  omisión  continuada,  el  término  empezará  a  correr  desde  el  día
siguiente a aquel en que cesó la infracción. En todo caso, mientras la conducta o
infracción que vulnera el Sistema General de Seguridad Social en Salud y el
Derecho a la Salud persistan ininterrumpidamente, la sanción podrá imponerse en
cualquier tiempo.
 
En  contra  de  las  decisiones  administrativas  definitivas  en
materia  sancionatoria  emitidas  por  la  Superintendencia  Nacional  de  Salud
procederán los recursos establecidos en la forma y términos previstos en el
procedimiento  administrativo  general  y  común.  Para  resolverlos,  la
Superintendencia contará con un término de dos (2) años, contados a partir del



día siguiente al de su debida y oportuna interposición. Transcurrido este plazo
sin que se hubieran emitido las decisiones correspondientes se configurará el
silencio administrativo positivo.
 
Parágrafo 1°. El término de excepción propuesto en este artículo para resolver
los recursos de vía gubernativa se aplicará por el término de tres años (3) a
partir de la entrada en vigencia de la presente ley. Vencido este tiempo se
aplicará el término de un (1) año para resolver recursos conforme a lo estipulado
en el artículo 52 de la Ley 1437 de 2011.
 
Artículo 130C. Competencia preferente. En cualquiera de las etapas del ejercicio
de  las  funciones  de  inspección,  vigilancia  y  control,  la  Superintendencia
Nacional de Salud podrá asumir la competencia preferente respecto de los asuntos
de su competencia que estén a cargo de otros órganos de inspección, vigilancia y
control del Sistema General de Seguridad Social en Salud, en cuyo desarrollo se
podrá  iniciar,  proseguir  o  remitir  cualquier  actuación,  investigación  o
juzgamiento  garantizando  el  derecho  al  debido  proceso.
 
Parágrafo.  Acogida  la  competencia  preferente  frente  a  las  Instituciones
Prestadoras de Salud sobre el cumplimiento de cualquiera de las condiciones o
requisitos previstos para el otorgamiento de la habilitación y permanencia dentro
del Sistema General de Seguridad Social en Salud, la Superintendencia Nacional de
Salud bajo su propio procedimiento aplicará las medidas sanitarias y preventivas
de seguridad previstas en la Ley 9 de 1979, y las sanciones administrativas
determinadas en la presente ley.
 
Artículo 5°. Modifíquese el artículo 134 de la Ley 1438 de 2011, el cual quedará
así:
 
Artículo  134.  Criterios  agravantes  y  atenuantes  de  la  responsabilidad
administrativa.  Son  circunstancias  agravantes  de  la  responsabilidad  de  los
sujetos de sanciones administrativas las siguientes:
 
1. El grado de culpabilidad.
 
2. La trascendencia social de la falta, el perjuicio causado o el impacto que la
conducta tenga sobre el Sistema General de Seguridad Social en Salud en función
de la tecnología en salud requerida.
 
3. La infracción recaiga sobre personas en debilidad manifiesta o en sujetos de
especial protección.
 
4. Poner en riesgo la vida o la integridad física de la persona, en especial de
pacientes con enfermedades crónicas o catastróficas.
 
5. Obtener beneficio con la infracción para sí o un tercero.
 
6. La reincidencia en la conducta infractora.
 
7. Obstruir o dilatar las investigaciones administrativas.
 
8. La existencia de antecedentes en relación con infracciones al régimen de
Seguridad Social en Salud, al régimen de control de precios de medicamentos o
dispositivos médicos.



 
9. Haber sido sancionado o amonestado con anterioridad por infracciones que
atentan contra el Sistema General de Seguridad Social en Salud.
 
Son circunstancias que atenúan la responsabilidad de los sujetos de sanciones
administrativas las siguientes:
 
1 El grado de colaboración del infractor con la investigación.
 
2. Reconocimiento o aceptación expresa de la infracción antes de emitir el acto
administrativo definitivo dentro de la primera oportunidad de defensa mediante la
presentación de descargos.
 
3.  Compensar  o  corregir  la  infracción  administrativa  antes  de  emitir  fallo
administrativo sancionatorio.
 
4. La capacidad económica del sujeto de sanciones, probada con los ingresos y
obligaciones a cargo o, según el caso, con la categorización del ente territorial
para el respectivo año en que se estudia la infracción.
 
Parágrafo 1°. La Superintendencia Nacional de Salud, en el término de seis (6)
meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, adoptará
los criterios técnicos y jurídicos necesarios para la adecuada dosificación de
las sanciones.
 
Parágrafo 2°. Las modificaciones introducidas en la presente ley se aplicarán a
los procedimientos administrativos sancionatorios que se inicien después de su
entrada en vigencia, para aquellos iniciados bajo el régimen legal anterior se
sujetarán al que ya traían.
 
Artículo 6°. Modifíquese el artículo 41 de la Ley 1122 de 2007, el cual quedará
así:
 
Artículo 41. Función Jurisdiccional de la Superintendencia Nacional de Salud. Con
el fin de garantizar la efectiva prestación del derecho a la salud de los
usuarios del Sistema General de Seguridad Social en Salud y en ejercicio del
artículo 116 de la Constitución Política, la Superintendencia Nacional de Salud
podrá conocer y fallar en derecho, y con las facultades propias de un juez en los
siguientes asuntos:
 
a) Cobertura de los servicios, tecnologías en salud o procedimientos incluidos en
el Plan de Beneficios en Salud (Plan Obligatorio de Salud), cuando su negativa
por parte de las Entidades Promotoras de Salud o entidades que se les asimilen
ponga en riesgo o amenace la salud del usuario, consultando la Constitución
Política y las normas que regulen la materia.
 
b) Reconocimiento económico de los gastos en que haya incurrido el afiliado en
los siguientes casos:
 
1.  Por  concepto  de  atención  de  urgencias  en  caso  de  ser  atendido  en  una
Institución Prestadora de Servicios de Salud (IPS) que no tenga contrato con la
respectiva Entidad Promotora de Salud (EPS) o entidades que se le asimilen.
 
2. Cuando el usuario haya sido expresamente autorizado por la Entidad Promotora



de Salud (EPS) o entidades que se le asimilen para una atención específica.
 
3.  En  los  eventos  de  incapacidad,  imposibilidad,  negativa  injustificada  o
negligencia demostrada de la Entidad Promotora de Salud o entidades que se le
asimilen para cubrir las obligaciones para con sus usuarios.
 
c) Conflictos derivados de la multiafiliación dentro del Sistema General de
Seguridad Social en Salud y de este con los regímenes exceptuados.
 
d) Conflictos relacionados con la libre elección de entidades aseguradoras, con
la libre elección de Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud dentro de la
red conformada por la entidad aseguradora; y conflictos relacionados con la
movilidad dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud.
 
e) Conflictos entre las Entidades Administradoras de Planes de Beneficios y/o
entidades que se le asimilen y sus usuarios por la garantía de la prestación de
los servicios y tecnologías no incluidas en el Plan de Beneficios, con excepción
de aquellos expresamente excluidos de la financiación con recursos públicos
asignados a la salud.
 
f)  Conflictos  derivados  de  las  devoluciones  o  glosas  a  las  facturas  entre
entidades del Sistema General de Seguridad Social en Salud.
 
La  función  jurisdiccional  de  la  Superintendencia  Nacional  de  Salud  se
desarrollará mediante un procedimiento sumario, con arreglo a los principios de
publicidad, prevalencia del derecho sustancial, economía, celeridad y eficacia,
garantizando debidamente los derechos al debido proceso, defensa y contradicción.
 
La demanda debe ser dirigida a la Superintendencia Nacional de Salud, debe
expresar con la mayor claridad las circunstancias de tiempo, modo y lugar; la
pretensión, el derecho que se considere violado, así como el nombre y dirección
de notificación del demandante y debe adjuntar los documentos que soporten los
hechos.
 
La demanda podrá ser presentada sin ninguna formalidad o autenticación; por
memorial, u otro medio de comunicación escrito. No será necesario actuar por
medio  de  apoderado,  esto  sin  perjuicio  de  las  normas  vigentes  para  la
representación y el derecho de postulación. En el trámite del procedimiento
jurisdiccional prevalecerá la informalidad.
 
La Superintendencia Nacional de Salud emitirá sentencia dentro de los siguientes
términos:
 
Dentro de los 20 días siguientes a la radicación de la demanda en los asuntos de
competencia contenidos en los literales a), c), d) y e) del presente artículo.
 
Dentro de los 60 días siguientes a la radicación de la demanda en el asunto
contenido en el literal b) del presente artículo.
 
Dentro de los 120 días siguientes a la radicación de la demanda en el asunto
contenido en el literal f) del presente artículo.
 
Parágrafo 1°. Las providencias emitidas dentro del proceso jurisdiccional se
notificarán por el medio más ágil y efectivo. La sentencia podrá ser apelada



dentro de los 3 días siguientes a su notificación. En caso de ser concedido el
recurso, el expediente deberá ser remitido al Tribunal Superior del Distrito
Judicial – Sala Laboral del domicilio del apelante.
 
Parágrafo 2°. La Superintendencia Nacional de Salud solo podrá conocer y fallar
estos asuntos a petición de parte. No podrá conocer de ningún asunto que por
virtud de las disposiciones legales vigentes deba ser sometido al proceso de
carácter ejecutivo o acciones de carácter penal.
 
Parágrafo 3°. La Superintendencia Nacional de Salud en el ejercicio de la función
jurisdiccional podrá adoptar las siguientes medidas cautelares:
 
1.  Ordenar  dentro  del  proceso  judicial  las  medidas  provisionales  para  la
protección del usuario del Sistema.
 
2. Definir en forma provisional la entidad a la cual se entiende que continúa
afiliado o en la que deberá ser atendido el demandante mientras se resuelve el
conflicto que se suscite en materia de multiafiliación, traslado o movilidad
dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud.
 
Para  tal  efecto,  el  funcionario  competente  en  ejercicio  de  las  funciones
jurisdiccionales consultará, antes de emitir sentencia definitiva o la medida
cautelar, la doctrina médica, las guías, los protocolos o las recomendaciones del
Comité Técnico-Científico o el médico tratante según el caso.
 
Parágrafo 4°. Los procesos presentados con fundamento en el literal g) del
artículo 41 de la Ley 1122 de 2007, pendientes de decisión al momento de entrar
en vigencia la presente reforma serán decididos por la Superintendencia Nacional
de Salud según las reglas allí previstas.
 
Artículo 7°. Modifíquese el artículo 3° del Decreto Ley 1281 de 2002, el cual
quedará así:
 
Artículo  3°.  Reintegro  de  recursos  apropiados  o  reconocidos  sin  justa
causa. Cuando la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad
Social en Salud (ADRES) o quien haga sus veces o cualquier entidad o autoridad
pública que en el ejercicio de sus competencias o actividades como participante o
actor en el flujo de recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud
detecte que se presentó apropiación sin justa causa de los mismos, solicitará la
aclaración del hallazgo a la persona involucrada, para lo cual remitirá la
información pertinente, analizará la respuesta dada por la misma y, en caso de
establecer que se configuró la apropiación o reconocimiento sin justa causa de
recursos, ordenará su reintegro, actualizado al Índice de Precios al Consumidor,
IPC, dentro de los plazos establecidos por el Ministerio de Salud y Protección
Social.
 
Una vez quede en firme el acto administrativo que ordena el reintegro, de
conformidad con el procedimiento definido, la ADRES o quien haga sus veces o
cualquier entidad o autoridad pública que, en el ejercicio de sus competencias o
actividades como participante o actor en el flujo de recursos del Sistema General
de Seguridad Social en Salud, compensará su valor contra los reconocimientos que
resulten a favor del deudor por los diferentes procesos que ejecuta ante la
entidad. En todo caso, los valores a reintegrar serán actualizados con el Índice
de Precios al Consumidor (IPC).



 
Cuando la apropiación o reconocimiento a que alude este artículo sea evidenciada
por el actor que recibe los recursos, este deberá reintegrarlos actualizados con
el Índice de Precios al Consumidor (IPC), en el momento en que detecte el hecho.
 
En los casos en que la ADRES o quien haga sus veces o la autoridad o entidad
pública que en el ejercicio de sus competencias o actividades como participante o
actor en el flujo de recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud
identifique  en  el  proceso  de  reintegro  actos  u  omisiones  presuntamente
constitutivas de infracciones de las normas del Sistema, informará de manera
inmediata y con las pruebas correspondientes a la Superintendencia Nacional de
Salud, para que adelante las investigaciones administrativas a que haya lugar.
 
Parágrafo 1°. Los procesos que hubiesen sido allegados a la Superintendencia
Nacional de Salud hasta la entrada en vigencia de la presente ley culminarán su
trámite y se les aplicarán las reglas previstas en el régimen jurídico anterior.
En todo caso, los recursos del aseguramiento en Salud apropiados o reconocidos
sin justa causa involucrados en procedimientos en cursos serán reintegrados
actualizándolos con el Índice de Precios al Consumidor (IPC).
 
Los procesos de reintegro que a la entrada en vigencia de la presente ley no
hayan sido recibidos en la Superintendencia Nacional de Salud, se regirán y
culminarán su trámite bajo las disposiciones previstas en el presente artículo.
 
Artículo 8°. Límites a los procesos de reorganización institucional. El Gobierno
nacional reglamentará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la vigencia de
la  presente  ley,  los  límites  específicos  a  los  procesos  de  reorganización
institucional  adelantados  por  las  Entidades  Promotoras  de  Salud  ante  la
Superintendencia Nacional de Salud, cuando la entidad solicitante de esta figura
se  encuentre  sometida  a  una  medida  especial  y  regulará  las  condiciones  de
revocación de autorización de funcionamiento cuando se presente un incumplimiento
a las condiciones aprobadas en dichos procesos.
 
Artículo 9°. Garantías para el pago de acreencias en procesos de reorganización
institucional.  Los  activos  de  las  Entidades  Administradoras  de  Planes  de
Beneficios que participen en un proceso de reorganización institucional y que no
hayan  sido  transferidos  a  la  nueva  entidad  resultante  del  proceso  de
reorganización, servirán de garantías para el pago de acreencias de la nueva
entidad.
 
Artículo 10. Instrucciones contables. Adiciónese el parágrafo 2° al numeral 2 del
artículo 10 de la Ley 1314 de 2009, el cual quedará así:
 
“[…] Parágrafo 2°. Para efectos de determinar el cumplimiento de las condiciones
financieras y de solvencia aplicables a las Entidades Administradoras de Planes
de Beneficios y demás sujetos vigilados, la Superintendencia Nacional de Salud,
podrá fijar criterios e instrucciones contables, respecto del reconocimiento,
presentación y revelación de los estados financiaros, en cumplimiento de los
marcos técnicos normativos de contabilidad e información financiera, a que hace
referencia la presente ley.
 
Artículo 11. Modifíquese el artículo 120 de la Ley 1438 de 2011 un parágrafo, el
cual quedará así:
 



Artículo 120. Recursos por multas. Las multas impuestas por la Superintendencia
Nacional de Salud serán apropiadas en el Presupuesto General de la Nación como
recursos adicionales de la Superintendencia Nacional de Salud.
 
Parágrafo. Para cada vigencia, el Gobierno nacional determinará el porcentaje del
recaudo total por concepto de multas impuestas por la Superintendencia Nacional
de Salud que se destinará a la sostenibilidad financiera del Sistema de Seguridad
Social en Salud.
 
Artículo  12.  Vigencia.  La  presente  ley  rige  a  partir  de  la  fecha  de  su
promulgación.
 

El Presidente del Honorable Senado de la República,
 

Ernesto Macías Tovar.
 

El Secretario General del Honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,
 

Alejandro Carlos Chacón Camargo.
 

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 8 de enero de 2019.
 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
 

Alberto Carrasquilla Barrera.
 

El Ministro de Salud y Protección Social,
 

Juan Pablo Uribe Restrepo.
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por medio de la cual se adoptan criterios de política pública para la promoción
de la movilidad social y se regula el funcionamiento del Programa Familias en

Acción.
 

El Congreso de Colombia
 

DECRETA:
 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como objeto apoyar la culminación del
ciclo  de  educación  básica  y  media,  impulsar  el  tránsito  de  los  jóvenes
bachilleres promovidos del programa a instituciones y programas de educación
superior, contribuir a la prevención del embarazo en la adolescencia, mejorar las
competencias  ciudadanas  y  comunitarias  de  los  titulares  del  programa  y
beneficiarios del programa, priorizar la ampliación de la cobertura rural del
Programa Familias en Acción y fomentar los factores de movilidad social de las
familias beneficiarías en aras de estimular la superación de las condiciones de
pobreza y pobreza extrema.
 

TÍTULO I
 

MÁS FAMILIAS EN ACCIÓN
 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 1532 de 2012 que quedará así:
 
Artículo 2°. Definición. El Programa Familias en Acción consiste en la entrega
condicionada y periódica de una transferencia monetaria directa a las familias en
condición de pobreza y pobreza extrema. El Programa es un complemento al ingreso
monetario para la formación de capital humano, la generación de movilidad social,
el acceso a programas de educación media y superior, la contribución a la
superación de la pobreza y pobreza extrema y a la prevención del embarazo en la
adolescencia. Se podrán incorporar las demás transferencias que el sistema de la
promoción social genere en el tiempo para estas familias.
 
Artículo 3°. Modifíquese el artículo 3° de la Ley 1532 de 2012 que quedará así:
 
Artículo 3°. Objetivos. Contribuir a la superación y prevención de la pobreza, la
formación  de  capital  humano,  a  la  formación  de  competencias  ciudadanas  y
comunitarias,  mediante  el  apoyo  monetario  directo  y  acceso  preferencial  a
programas complementarios a las familias beneficiarias y titulares del Programa
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Familias en Acción.
 
El  Programa  busca  fomentar  la  asistencia  a  los  controles  de  crecimiento  y
desarrollo de los niños y niñas de primera infancia, la asistencia y permanencia
escolar en los 9 años de educación básica y 2 años de educación media, el acceso
preferente a programas de educación superior y formación para el trabajo; la
formación  de  competencias  ciudadanas  y  comunitarias  para  la  autonomía  y  el
bienestar de las familias y contribuir a la prevención del embarazo en la
adolescencia.
 
Artículo 4°. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 1532 de 2012, que quedará así:
 
Artículo 4°. Beneficiarios. Serán beneficiarios de las transferencias monetarias
condicionadas del Programa Familias en Acción:
 
I. Las familias en situación de pobreza y pobreza extrema, de acuerdo con los
criterios  establecidos  por  el  Gobierno  nacional  a  través  del  Departamento
Administrativo para la Prosperidad Social, en concordancia con lo establecido en
los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley;
 
II. Las familias víctimas de desplazamiento forzado en situación de pobreza y
pobreza extrema;
 
III. Las familias indígenas en situación de pobreza y pobreza extrema de acuerdo
con procesos de concertación y focalización establecidos por el Programa;
 
IV. Las familias afrodescendientes en situación de pobreza y pobreza extrema de
acuerdo con los criterios de focalización establecidos por el Programa.
 
Parágrafo 1°. Las familias que cumplan con los criterios de focalización y que
voluntariamente realicen el proceso de inscripción, podrán ser beneficiarias del
Programa Familias en Acción.
 
Parágrafo 2°. Los padres o cuidadores de las familias beneficiarias del programa
con niños, niñas y adolescentes menores de 18 años perderán dicho beneficio,
cuando la autoridad administrativa competente, decrete la existencia de una
vulneración de derechos de los niños.
 
El  Departamento  Administrativo  para  la  Prosperidad  Social  y  el  Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) diseñarán un procedimiento para revisar
la permanencia en el programa de los beneficiarios sobre los cuales la autoridad
competente decrete la existencia de vulneración de derechos. Este procedimiento
debe garantizar el cumplimiento de los criterios de focalización del Programa.
 
Parágrafo 3°. Para las comunidades indígenas, la fuente de focalización serán los
listados censales reportados por la autoridad del respectivo cabildo indígena
ante la entidad competente. El procedimiento para la inscripción y atención
diferencial de los beneficiarios de las comunidades indígenas será establecido
por el Programa.
 
Parágrafo 4°. Los criterios de entrada establecidos en el presente artículo serán
aplicables para los nuevos beneficiarios a partir de la promulgación de la
presente ley.
 



Artículo 5°. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 1532 de 2012 que quedará así:
 
Artículo 5°. Cobertura geográfica. El Programa Familias en Acción se implementará
en todos los departamentos, municipios, distritos y cabildos indígenas de todo el
territorio nacional.
 
Parágrafo. En los procesos de ampliación de cobertura a nivel municipal del
Programa Más Familias en Acción se deberá priorizar mayoritariamente, siguiendo
el siguiente orden, las familias en condición de pobreza y pobreza extrema en
las: i) zonas rurales dispersas, ii) zonas rurales y iii) cabeceras municipales.
Este  mecanismo  de  ampliación  de  cobertura  se  establecerá  cumpliendo  lo
determinado  por  el  artículo  cuarto  de  la  presente  ley.
 
Artículo 6°. Modifíquese el parágrafo 3° del artículo 10 de la Ley 1532 de
2012 que quedará así:
 
Parágrafo 3°. No se podrán hacer afiliaciones al Programa Familias en Acción
durante los noventa (90) días, previos a una contienda electoral de cualquier
circunscripción. Se exceptúan las familias víctimas de desplazamiento forzado que
se encuentren en situación de pobreza o pobreza extrema.
 
Artículo 7°. Adiciónese el artículo 6A de la Ley 1532 de 2012 que quedará así:
 
Artículo 6A. Competencias ciudadanas y comunitarias. En el marco de la entrega de
las transferencias monetarias condicionadas del Programa Familias en Acción y con
el  fin  de  mejorar  las  capacidades  y  condiciones  de  vida  de  las  familias
participantes, el Programa implementará un conjunto de actividades para impulsar
las capacidades individuales y colectivas de las familias participantes. Estas
actividades se enfocarán principalmente en la promoción de los derechos sexuales
y  reproductivos,  educación  nutricional,  inclusión  productiva  y  educación
financiera. El Departamento para la Prosperidad Social establecerá los criterios
de acceso y coordinará la oferta de programas propios o de otros entes del Estado
para cumplir estos fines.
 
Las familias participantes del Programa Familias en Acción serán priorizadas
dentro de dicha oferta en los niveles nacional y territorial y se propiciarán
espacios  de  participación  social  de  las  familias  en  lo  local  en  donde  se
desarrollen contenidos que incidan en el mejoramiento de las condiciones de vida
de los participantes del Programa.
 
El Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de Salud y Protección Social,
el ICBF, coordinados por el Departamento Administrativo para la Prosperidad
Social, estarán encargados de la formulación e implementación del componente de
Competencias Ciudadanas y Comunitarias. Para ello las entidades responsables
deberán diseñar un plan de acción en el cual se determine la oferta sectorial y
se diseñen las actividades y acciones que se implementarán en este Programa.
 
Parágrafo. Como expresión de corresponsabilidad con su comunidad, las familias de
Familias en Acción deberán participar en las actividades de beneficio colectivo
que se definan, como parte de un Plan Comunitario Anual que dé cuenta de los
aportes que los titulares y beneficiarios pueden hacer a la solución de las
problemáticas sociales que más les afecten.
 
Artículo 8°. Adiciónese el artículo 6B de la Ley 1532 de 2012 que quedará así:



 
Artículo 6B. Contribución a la prevención del embarazo en la adolescencia. Al
interior del Programa Familias en Acción, el Departamento Administrativo para la
Prosperidad Social junto con el Ministerio de Educación Nacional y el ICBF, bajo
la coordinación del Ministerio de Salud y Protección Social, deberán garantizar
el diseño, implementación y articulación de acciones, planes y programas que
contribuyan a prevenir el embarazo en la adolescencia.
 
Las acciones, planes y programas a los que se refiere el presente artículo
deberán incorporar como mínimo: i) la formación de competencias para la toma de
decisiones informadas, ii) el desarrollo de conocimientos y la construcción de
proyectos de vida de adolescentes donde se promocionen los beneficios de la
culminación  del  ciclo  educativo,  iii)  la  reducción  de  los  factores  de
vulnerabilidad y comportamientos de riesgo y iv) el estímulo de los factores
protectores y el aumento de hábitos saludables de vida.
 
Parágrafo.  El  Ministerio  de  Educación  Nacional,  el  Ministerio  de  Salud  y
Protección Social y el ICBF, deberán realizar el monitoreo y seguimiento a las
acciones, planes y programas para la prevención y reducción del embarazo en la
adolescencia. Las evaluaciones de impacto de las acciones, planes y programas
implementados estarán a cargo del Ministerio de Salud y Protección Social y del
Departamento Nacional de Planeación, a partir de los cuales recomendarán acciones
de mejoramiento de los mismos.
 
Artículo 9°. Modifíquese el parágrafo del artículo 7° de la Ley 1532 de 2012 que
quedará así:
 
Parágrafo. El Programa establecerá un mecanismo especial para hacer seguimiento a
las familias que incumplan de manera reiterada los compromisos que adquirieron,
con el fin de verificar las causas que los originan y establecer las acciones de
mitigación y corrección pertinentes.
 
Cuando las causas no sean imputables a todo el núcleo familiar, se evitará la
suspensión del Programa Familias en Acción a estas familias.
 

TÍTULO II
 

TITULARES DEL PROGRAMA
 

Artículo 10. Adiciónese el artículo 6C de la Ley 1532 de 2012 que quedará así:
 
Artículo 6C. Formación para titulares. Los titulares del Programa Familias en
Acción y los que hayan sido promovidos del Programa tendrán acceso preferente a
los  programas  de  formación  para  el  trabajo,  educación,  emprendimiento
y  empleabilidad.  Estos  programas  estarán  orientados  a  garantizar  de  forma
progresiva  el  acceso  a  la  educación,  al  financiamiento  de  proyectos  de
emprendimiento laboral y a la búsqueda de la estabilidad laboral de los titulares
de las familias beneficiarias.
 
El  Departamento  Administrativo  para  la  Prosperidad  Social  establecerá  los
lineamientos y criterios de focalización de los titulares para acceder a estos
programas. Las entidades competentes de los sectores de educación y trabajo
deberán asegurar la oferta suficiente y pertinente para garantizar el acceso
preferente a los titulares del Programa Familias en Acción.



 
TÍTULO III

 
JÓVENES

 
Artículo 11. Adiciónese el artículo 6D de la Ley 1532 de 2012 que quedará así:
 
Artículo 6D. Educación superior de los jóvenes. El Gobierno garantizará de manera
progresiva a los jóvenes beneficiarios de Familias en Acción que culminan el
bachillerato, el acceso preferente a programas de educación superior. El programa
será apoyado y acompañado por Instituciones Educativas del Gobierno nacional.
 

TÍTULO IV
 

COMPETENCIAS TERRITORIALES
 

Artículo 12. Modifíquese el artículo 9° de la Ley 1532 de 2012 que quedará así:
 
Artículo 9°. Competencias de las entidades territoriales. Las administraciones
municipales,  distritales  y  gobernaciones  son  los  corresponsables  del
funcionamiento del Programa en los municipios y corregimientos departamentales.
 
Para  el  adecuado  funcionamiento  del  Programa  Familias  en  Acción  se  deberán
suscribir convenios con las alcaldías municipales, distritales y gobernaciones
con el fin de garantizar la oferta asociada a los objetivos del Programa en lo
que respecta a su competencia, incluidos los servicios de salud y educación.
 
Parágrafo  1°.  Los  cabildos  indígenas  suscribirán,  junto  con  el  respectivo
municipio  y  el  Departamento  Administrativo  para  la  Prosperidad  Social,  los
convenios para el funcionamiento de Programas de Familias en Acción. Su ejecución
y beneficiarios, se determinarán de acuerdo a sus usos y costumbres.
 
Parágrafo  2°.  Enlace  y/o  representantes  beneficiarios  indígenas.  El  enlace
indígena debe ser elegido por la asamblea general de la comunidad, conforme a sus
usos y costumbres, siempre de una terna que provenga de la misma. En aquellos
pueblos donde se hable lengua propia, será obligatorio que el enlace indígena
domine el idioma autóctono.
 
Parágrafo 3°. Las entidades del nivel nacional y territorial pertenecientes a los
sectores de salud y educación deberán garantizar y serán responsables de la
calidad de la información requerida por el Programa Familias en Acción para el
cruce de los datos de los beneficiarios y en especial para el proceso de
verificación de compromisos y su evaluación de impacto pertinente.
 
Artículo 13. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las normas
que sean contrarias.
 

El Presidente del Honorable Senado de la República,
 

Ernesto Macías Tovar.
 

El Secretario General del Honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.



 
El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,

 
Alejandro Carlos Chacón Camargo.

 
El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes

 
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
Publíquese y cúmplase.

 
Dada en Bogotá, D. C., a 8 de enero de 2019.

 
IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 
Alberto Carrasquilla Barrera.

 
El Ministro de Salud y Protección Social,

 
Juan Pablo Uribe Restrepo.

 
La Ministra de Educación Nacional,

 
María Victoria Angulo González.

 
La Directora del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social,

 
Susana Correa Borrero.
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por medio del cual se declara el juego al turmequé (tejo) como patrimonio
cultural inmaterial de la nación y se dictan otras disposiciones.

 
 El Congreso de Colombia

 
EN USO DE SUS FACULTADES CONSTITUCIONALES Y LEGALES

 
DECRETA:

 
Artículo 1°. Objeto. Declarar las manifestaciones y expresiones culturales y
deportivas del juego al turmequé (tejo) como patrimonio cultural inmaterial de la
nación.
 
Artículo 2°. Reconocimiento. Reconózcase al municipio de Turmequé (Boyacá) como
cuna principal de la nación del juego al turmequé (tejo), así como gestor y
garante del rescate de esta tradición cultural y deportiva.
 
Artículo 3°. Exhorto. Exhórtese al Gobierno nacional a través del Ministerio de
Cultura,  para  que  el  juego  al  turmequé  (tejo)  se  incluya  en  la  Lista
Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial (LRPCI) del ámbito nacional y se
apruebe el Plan Especial de Salvaguardia (PES).
 
De igual forma, autorícese al Gobierno nacional, a través del Ministerio de
Cultura, incluir en el Banco de Proyectos del Ministerio de Cultura, el juego al
turmequé (tejo)
 
Artículo  4°.  Autorización  presupuestal.  Autorícese  al  Gobierno  nacional,
departamental y municipal la destinación de las apropiaciones presupuestales
necesarias para la ejecución de las siguientes acciones, obras e intervenciones
de interés social y de utilidad pública:
 
1. Garantizar la protección, rescate, promoción y difusión de la manifestación
cultural y deportiva del juego al turmequé (tejo).
 
2.  Promocionar  el  juego  al  turmequé  (tejo),  para  fortalecer  el  sentido  de
pertenencia, arraigo e identidad nacional en sus manifestaciones culturales y
deportivas.
 
3.  Promover  la  investigación,  historia,  y  el  rescate  y  difusión  de  las
tradiciones del juego al turmequé (tejo), para que perduren en el tiempo y se
transmitan de generación en generación.
 
4. Construir y dotar escenarios con infraestructura y espacios adecuados en cada
uno de los departamentos que cuenten con liga registrada y vigente ante la
Federación Colombiana de Tejo (Fedetejo) para realizar eventos y olimpiadas
nacionales e internacionales del juego al turmequé (tejo).
 
5. Apoyar el Festival Nacional del Juego al Turmequé (tejo), que se realiza en el
municipio de Turmequé (Boyacá).
 
6. Apoyar el Reinado Nacional del Juego al Turmequé (tejo), que se realiza en el



municipio de Turmequé (Boyacá).
 
Artículo  5°.  Patrimonio  inmaterial.  La  titularidad  del  Patrimonio  Cultural
Inmaterial del Juego al Turmequé, estará sometida a las reglas  contenidas en
la Ley 397 de 1997, el Decreto 2941 de 2009 y las demás normas concordantes.
 
Artículo  6°.  Promoción  al  deporte.  La  Nación  a  través  del  Departamento
Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad Física y Aprovechamiento
del Tiempo Libre (Coldeportes) y la Federación Colombiana de Tejo o la entidad
que haga sus veces, apoyará las escuelas de formación para la práctica del juego
al turmequé (tejo), impulsará campeonatos veredales, municipales, distritales,
departamentales y nacionales, además la profesionalización de las personas que
representarán a nuestro país en eventos nacionales e internacionales, teniendo en
cuenta la Ley 613 del año 2000.
 
Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.
 

El Presidente del Honorable Senado de la República.
 

Ernesto Macías Tovar.
 

El Secretario General del Honorable Senado de la República,
 

Gregorio Eljach Pacheco.
 

El Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,
 

Alejandro Carlos Chacón Camargo.
 

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,
 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
 

Dada en Bogotá, D. C., a 8 de enero de 2019.
 

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
 

Alberto Carrasquilla Barrera.
 

La Ministra de Cultura,
 

Carmen Inés Vásquez Camacho.
 

El Director del Departamento administrativo del Deporte, la Recreación, la
Actividad Física y Aprovechamiento del Tiempo Libre (Coldeportes),

 
Ernesto Lucena Barrero.

 



 
 


